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estando suficientemente razonada la concurrencia de la citada causa de
inadmisibilidad su estimación conduce a vedar toda revisión jurisdiccio­
nal a la sanción impuesta, dado que no se advierte, ni se expresa por eL
Tribunal, la posibilidad de que 'ésta pueda ser sometida a la considera·
ción de un orden jurisdiccional diferente. .', . ..

A este respecto conviene recordar que el 'derecho a la tutela JudIcIal
efectiva, 'yen particular el acceso al proceso, no es un derecho de libertad

,ejercitable sin más y directamente a partir de la Constitución, sino un
derecho de prestación, o, dicho de otro modo, un derecho de configura­
ción legal, de modo que no cabe' deducir la existencia de un derecho
incondicionado y absoluto a la prestación jurisdiccional en toda clase de
supuéstos cualquiera que sea I.a naturaleza jurídica d~1 acto y de I órgaño
del que' procedan (en tal sentido STC 197/1988), ni, en todo caso, este
derecho puede ejercerse al margen de los cauces y del procedimiento
legalmente establecido. «Ello implica que el legislador cuenta con un
ámbito de libertad amplio en la definición o determinación de las
condiciones y consecuencias del acceso a.la justicia, pues le incumbe
crear la configuración de la actividad judicial y, más concretamente, del
proceso en cuyo seno se ejercita el derecho fundamental ordenado a la
satisfacción de pretensiones» (STC 206/1987). '

5: En el supuesto que nos ocupa I,!s correcciones disciplinarias que
los Jueces y Tribunales pueden imponera los Abogados que intervengan
en los pleitos o causas cuando incumplan sus obligaciones aparecen
reguladas en el Título V del libro V de la LOPJ (arts. 448 a 453). Tales
correcciones se imponen en el curso de un proceso judicial, por los
Jueces o Tribunales que en el ejercicio de su función conocen de la
causa, como medio de asegurar el correcto desarrollo del proceso en lo
que se ha venido a denominar «policía de estrados».

El art. 452 de -Ja citada norma señala que contra el Acuerdo-de
imposición de la corrección podrá interponerse recurso de audiencia en
justicia ante el Juez o la Sala y contra este Aeuerd,o o c<;lI~tra el de
imposición de la sanción, en el caso de que no se hubiese utthzado este
recurso cabe recurso de alzada ante la Sala de Gobierno. El demandante
de amp~ro hizo uso de este recurso de alzada ante la Sala de Gobierno
en donde tuvo oportunidad de formular alegaciones y practicar las
pruebas encaminadas a rebatir la legalidad de la sanción impuesta, si
bien considera que este recurso no satisface las exigencias contenidas en
el arto 24 CE. en cuanto no implica acceso a la revisión jurisdiccional
ni a un proceso con todas las garantías al tratarse de un acto imputable
a un órga'no gubernativo y, por ello, de carácter administrativo desde un
punto de vista material.. . ..

Tampoco desde esta perspectIva puede apreciarse la vulneraclOn
constitucional aducida.. La Sala de Gobierno es generalmente un órgano
gubernativo con funciones de gobierno de sus respectivos Tribunales,
pero ello no impide que cn determinados supuestos pueda ejercer
funciones jurisdiccionales actuando como una instancia judicial capaz
de satisfacer las exigencias previstas en el art. 24 CE. Tal configuración
ya fue mantenida en la STC 3/1982 respecto de las sanciones impuestas
á Jueces y Magistrados conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial
de 15 de septiembre de 1870, y es posible seguir sustentándola, para el
supuesto que nos ocupa. a la luz de las disposiciones contenidas en la
vigente Ley Orgánica del Poder Judicial 6/1985, de l de julio. Pues,
como se dijo en la STC 110/1990, de 18 de junio: «Coexisten de esta
manera dos tipos o clases de responsabilidades cuya funcionalidad y
naturaleza jurídica son bien distintas. Mientras que la llamada responsa­
bilidad disciplinaria jurisdiccional, o procesal, atiende la corrección de
las faltas u omisiones cometidas por los funcionarios judiciales -englo­
bando a estos efect~a Jueces y Magi.strados- con ocasión de los actos

Sala ,Segunda. Sentencia 191/1991. de 14 de octubre.
Recurso de amparo 452/1989. Contra resolución del Juz·
gado de Distrito núm. 30 de los de Madrid. acordando
ejecución de Sentencia dictada en juicio de faltas. Supuesta,
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva; inexis·
tencia del error judicial alegado. Falta de agotamiento de
la vía judicial previa.

La Sala Seglinda del Tribunal Constitucional, ~ompuesta por don
Francisco Rubio L1orente, Presidente; don Eugenio Díaz Eimil, don
Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón
López, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

, En el recurso 'de amparo núm. 452/89, interpuesto por doña
Consuelo Granado Serradilla, representado por la Procuradora de los'

y procedimientos judiciales, en el supuesto de la "responsabilidad
disciplinaria gubernativa" son en general la forma y condiciones en que
son cumplidos por dichos funcionarios los deberes a que están sujetos
por el cargo que ostentan, lo que justifica la potestad disciplinaria
prevista. Ello mismo explica que distintas sean lás autoridades y órganos
competentes para ejercitar, en uno y otro caso, la potestad disciplinaria,
debiéndose añadir que sólo en el caso de las sanciones disciplinarias
gubernativas es posible acceder a la jurisdicción contencioso-administra­
tiva para su revisión jurisdiccional».

La Sala de Gobierno, por otra parte, cuando conoce de las correccio­
nes disciplinarias impuestas parlas Juzgados y Tribunales a I,os
Abogados y Procuradores por las actuaciones realizadas en el curso de
un proceso actúa como un órgano imparcial, compuesto por Jueces y
Magistrados (art. 149.2 LOPJ), que lejos de ejercer funciones de
gobierno y administración sobre los Tribunales (previstas en el arto 152
LOPJ) enjuicia y revisa la legalidad de la sanción impuesta por un
órgano judicial en el curso del proceso. Dicha función se estructura en
la vigente Ley .Orgánica del Poder Judicial no como el ejerccio de
funciones gubernativas, sino como un mecanismo de revisión y tutela
que permite al sancionado rebatir la procedencia en derecho de la
corrección disciplinaria impuesta. El mecanismo de revisión legalmente
previsto no limita las garantías del sancionado, pues a través de él podrá
alegar y probar lo que a su derecho convenga.
. 6. Tales consideraciones nos conducen a la conclusión de que la
Sentencia impugnada no vulnera el derecho a obtener tutela judicial
efectiva, pues el recurso ante la Sala de Gobierno y su posterior Acuerdo
revisor en el ejercicio de funciones jurisdiccionales satisface el derecho
'del recurrente al, acceso judicial previsto en el art, 24 CE. De ahí que
la posterior Sentencia en la que se declara Ta inadmisibilidad del recurso
contencioso-administrativo contra el citado acuerdo no atenta contra el
citado derecho fundamental ni desde la perspectiva a obtener una
resolución razonada con base a la legalidad ordinaria, ni como medio
necesario para poder acceder a la revisión judicial. Como es evidente, la
conclusión obtenida deja sin contenido la segunda queja constitucional
aducida -falta de indicación a la Sentencia impugnada del orden
jurisdiccional que considera competente para su conocimiento-, pues al
haberse accedido ya a una revisión jurisdiccional es innecesario señalar
la vía judicial o el órgano competente para su conocimiento como si tal
a_cceso a la instancia judicial no hubiese existido.

FALLO

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo formulado por don Francisco
Javier Gracia Martí. '

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a catorce de octubre de mil novecientos noventa y
uno. Firmado: Francisco Rubio L1orente,-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel ,
Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los
Mozos,-Alvaro Redríguez Bereijo.-José Gabaldón López.-Firmados y
rubricados.

Tribunales doña Isabel Torres Coello y asistido de la Abogada doña Ana
Pilar Alañón González, contra la resolución del Juzgado de Distrito
núm. 30 de los de Madrid, acordando ejecución de la Sentencia dictada
en juicio de faltas. '

Ha sido parte don Rufino Segura Rodríguez representadq por el
Procurador don Jorge Deleito García bajo la dirección del Abogado don
L. E. Montán Buxeda. Ha comparecido en el proceso el Ministerio Fiscal
y ha sido Ponente el Magistrado don Eugenio Díaz Eimil quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

. 1. El II de marzo de 1989 se presentó en el Registro de este
Tribunal escrito manuscrito de doña Consuelo Granado Serradilla,
asistida de Letrada, en el que manifestaba su intención de interponer
recurso de amparo contra la resolución del Juzgado de Instrucción núm.
5 de Madrid, de ejecución de las' Sentencias del Juzgado de Distrito
núm. 30. Para sustentar la acción solicitada del Tribunal que se le '
nombre Procurador por el tumo de oficio.

2. Tras los trámites pertinentes, se presentó el 15 de junio
demanda, en debida forma, contra las Sentencias del Juzgado de Distrito
núm. 30 de los de Madrid, de 6 de julio de 1989, y del Juzgado de
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Instrucción núm; 5 'de la misma capiÚ¡I, sin que conste la fecha -rollo
de apelación 114/88-, que confirmó la dictada en primera instancia, a
las que atribuye la indefensión por un error sufrido en la confección de
las Sentencias.· '

3. Los hechos se basan en la siguiente secue'ncia:
a) La recurrente fue atropellada por un automóvil; a consecuencia

de ello se siguieron ,las oportunas diligencias penales que desembocaron
en el'juicio de faltas seguido ante el Juzgado de Distrito núm. 30 de
Madrid.

b) Inicialmente se presentó un parte médico de setenta y'ocho días
de lesiones, parte que, a petición de la interesada y previa lógica
autorización del Juez, fue rectificado por el' forense en un escrito (de,
26 de enero de 1988) del que, efectuando las operaciones oportunas; se
concluye que las lesiones duraron doscientos ochenta y un días.

, c) El Juez de Distrito dicta una Sentencia in lioce, cuyo fallo es del
siguiente tenor literal; «Su señoría dicta in voce Sentencia condenatoria
a don Rufino Segura, conforme a la calificación Fiscal, y con indemniza­
ción a favor de la lesionada a razón· de 5.000 pesetas por día de lesión
y 300.000 pesetas por secuela». De este fallo y del contenido del acta del
juicio oral no se desprende mención directa al número de días de
lesiones. ,. .

d) Del contenido exacto de la Sentencia tuvo conocimiento' la
actora instantes antes de la celebración de la vista de la apel'ación,
recurso suscitado por el condenado en primera instancia. En el acto de
la vista de apelación, se hizo constar el mencionado error, alegando que,
aunque su posición de ,apelado le impedía solicitar una revocación de la
Sentencia, al no ser ésta ajustada a Derecho ni acorde con la realidad y
habiendo transcurrido el plazo para solicitar la nulidad, este error podía
ser apreciado de oficio y en base a ello se confirmase la Sentencia por
sus propios fundamentos, reformando únicamente los días de impedi­
mento a efectos de indemnización y se fijaran en los realmente recogidos
en los autos 1.845/87 (doscientos ochenta y un días y no setenta y ocho
que recoge la Sentencia).

El Juez de InstrucCión denegó dicha petición, porque, a su juicio,
entrañaba una reformatio in peills, y en tal sentido no podría modificar
dicha Sentencia a instancia de parte (que compareció aljuicioen calidad
de apelada) ni de oficio. Pero no estimando los fundamentos aducidos
por la parte apelante y estimando la dictada por el Juzgado de Distrito
ajustada a Derecho confirma dicha Sentencia.

4. En la fundamentación jurídica de la demanda se insiste en que
se ha cometido un error judicial con resultado de indefensión y falta de
tutela judicial efectiva, consistente en haber fijado la Sentencia escrita
un número de días indemnizabIes inferior a aquél al que se condenó en
la Sentencia in I'oce, lo cual, uriido a que no tuvo conocimiento de la
Sentencia escrita hasta el momento inmediatamente anterior a la
celebración de la vista de apelación, interpuesta por el condenado y en
la que intervenía el aquí demandante como parte apc.lada, le impidió
hacer uso del correspondierite recurso de apelación y le colocó en una
situación de indefensión que intentó superar mediante la alegación que
hizo en el acto de la vista de la apelación para que el Juez de Instrucción
corrigiese dicho error; petición que fue denegada por aplicación del
principio de prohibición de la reforma peyorativa en· atención a su
condición de apelado, argumento que el demandante considera inapro­
piado, puesto que su petición iba dirigida a la corrección de un error
mecánico y no a que se modificase la Sentencia de primera instancia en
perjuicio del apelante.

En el suplico de la demanda se pide la nulidad de la Sentencia
transcrita a máquina del Juzgado de Distrito núm. 30 de Madrid,
acordando la retroacción del procedimiento al momento de la notifica-
ción de la Sentencia in \'oce, para que sea subsanado el error. '

5. Por providencia de 15 de enero de 1990 se admitió el recurso de
amparo, acordándose entre otras diligencias, reclamar las actuaciones
judiciales y, una vez éstas recibidas, se dictó providencia de 26 de
marzo, por la que se tuvo por comparecido y parte en el recurso a don
Rufino Segura Rodríguez, representado por el Procurador don Jorge'
Deleito García y se concedió a las partes y al Ministerio Fiscal el plazo
común de veinte días para que, de acuerdo con el arto 52.1 de la LOTC,
formularan las alegaciones que estimasen pertinentes. '

6. El demandante de amparo dejó transcurrir el plazo, sin presentar
escrito alguno.

El demaridado don Rufino Segura Rodríguez solicitó la inadmisión
del recurso a trámite o, en otro caso, la denegación del amparo con
fundamento en las siguientes alegaciones:

a) Caducidad del plazo de presentación del recurso de amparo -art.
44,2 de la LOTC-, la cual alega ad callte/am, pues entiende que, si bien
por razones de equidad se puede aceptar que el trámite de nombra­
miento de Abogado y Procurador de oficio interrumpe el plazo de
interposición del recurso de amparo, éste pudo haber vencido desde la
fecha de notificación de la resolución judicial recurrida y la de
promoción de la demanda.

b) Falta de agotamiento de todos los recursos utilizables dentro de
la vía judicial -art. 44.1; a) de la LOTe. ,

Se denuncia, en, primer lugar, que el recurrente ha buscado. de
propósito oscuridad en el planteamiento de la demanda; dado que eilel
preámbulo se promueve el recurso «contra la resolución del Juzgado de
Distrito núm. 30, por la que se acuerda.la ejecución de la Sentencia
dictada por el Juzgado de Instrucción núm. 5 de Madrid», en ercapítulo
«petición. que se formula» se' impugna y se interesa la nulidad de la
«Sentencia dictada. por el Juzgado de Instrucción núm. 5 de Madrid» y, ,
por último, en el suplico se,solicita la nulidad «de la Sentencia transcrita
a máquina del Juzgado de Distrito núm. 30 de Madrid».
. A continuación se añade que, si la Sentencia del Juzgado de Distrito
hubiera vulnerado algún derecho constitucional hubiere sido preciso,
primero, que se invocara formalmente esa vulneración -arto 44.1 c) de
la LOTC- y, en segundo lugar, que se hubiera agotado la vía judicial,
recurriendo esa Sentencia y, sin embargo, el recurrente ni realizó la
invocación, ni reclirrió la Sentencia, pues la consintió expresamente, lo
cual manifiesta que las manifestaciones tendenciosas que ahora realiza
no son más queiln burdo intento de rentabilizar las posibilidades
económicas que se deducían a su favor a consecuencia de la incoación
de un proceso judicial por lesiones que sufrió por un accidente de
tráfico.

c) Inexistencia de precepto constitu¡;ionil1 infringido. '

Las actuaciones judIciales son correctas desde el punto de vista
procesal y material y, si la resolución judicial fue contraria a las
pretensiones de la del;Jlandante, ello, además de su justicia intrínseca, fue
consecuencia directa y lógica de las facultades jurisdiccionales ejercidas
en aplicación e interpretación del Derecho, lo que sitúa a esa resolución
,fuera de la competencia o posible crítica de que pudiera ser objeto de
este Tribunal Constitucional.

Termina afirmando que en la demanda existen conceptos que
evidencian la ausencia de contenidos de infracción' constitucional,
puesto que, en un prímer momento, dice hallarse «en presencia de un
error judiciab>, después se habla de «consecuencia del mal funciona­
miento de la Administración de Justicia» y por último, se realiza una
crítica, que el demandado califica de sorprendente, de los juicios de
faltas y de los Jueces encargados de su conocimiento y fallo concluyendo
con la afirmación de que es oportunismo el desplazar al órgano judicial'
la responsabilidad de quien no fue cuidadoso con sus, intereses.

7. El Ministerio Fiscal solicita se dicte Sentencia desestimatoria del
amparo por concurrir la causa de inadmisibilidad señalada en el
art. 44.1 c) de la LOTC, fundando dicha petición en 'las siguientes
alegaciones:

El problema constitucional que plantea la' actora en este recurso de
amparo se fundamenta únicamente en su afirmación de la existencia de
una discordancia entre la Sentencia dictada in voee por el Juez ysu
transcripción mecanográfica y esta discordancia supone un error judicial
que produce la indefeQsión de la recurrente. Este error se centra y
concreta en la determinación parla Sentencia que se impugna, del
número de días que tardó en curar la actora, es decir la duración de las
lesiones y que no coincide según la actora, con su duración real según
cl dictamen del médico forense.

La existencia de este error no aparece acreditado en los autos y por
ello la afirmación de la recurrente constituye una interpretación subje"
tiva sin que se justifique por la realidad documentada en los autos. El
Juez pronuncia la Sentencia in voce yen ella sólo, según consta en el acta
del juicio, declara, siguiendo la petición del Fiscal, que se ha cometido
una falta del art. 586.3 del Código Penal de la que es autor el acusado
y le condena a la pena de 3.000 pesetas de multa, represión privada e
indemnización de 5.000 pesetas por cada día de lesión y 300.000 pesetas
por secuelas.

El Juez no especifica en la Sentencia in I'oee el número de días que
tardó cn curar la lesionada ni ésta, al oír la Sentencia, ante esta falta de
fijación, solicita en ese momcnto procesal la correspondiente aclaración
respccto a la concreción .Y dcterminación de este extremo de tanta
importancia para sus intereses. La aetora cuando se le notifica (6 de julio
dc 1988) la Sentencia dc 6 de julio de 1988. una vez transcrita, tampoco
pidc aclaración respecto de este prctendido error ni deduce el correspon­
diente recurso de apelación. La actora omite la actividad procesal
adccuada al no usar los instrumentos jurídicos puestos en sus manos por
la normativa ·procesal. Considera que no existe discordancia en la
Sentencia y su transcripción y no se puede intentar atribuir como hace
la actora, una discordancia que no existe a una falta o error del personal
dcl Juzgado porque la rcsolución judicial está firmada y por lo tanto
asumida por el Juez y el Secretario, y. por .10 tanto. la impugnación
carece de fundamento en h que se refiere a este tema, en cuanto lo que
realmente trata de impugnar el demandante la valoración probatoria que
cl Jucz ha rcalizado de los dictámenes periciales aportados al procesal.

A juicio del Ministerio Fiscal tampoco existe vulneración del
dcrccho fundamental a la tutela judicial efectiva porque no ha existido
limitación alguna de las garantías del proceso. La, recurrente ha tenido
acceso al proceso de instancia, ha podido hacer las alegaciones que ha
estimado atinentes a su derecho y ha recibido una respuesta razonada y
motivada. La actora también ha tenido acceso al recurso de apelación
como apelada y, aunque no haya apelado pudiendo hacerlo porque se le
notificó la Sentencia transcrita el mismo día en que se dictó, ha
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solicitado. la confirmación .de esa Se'ntencia y. la modificación del
extremo relativo al número de días de duración de las lesiones y ha
récibido una respuesta del Juez de apelación respecto a esa pretensión
razonada; motivada y no arb.itraria por lo que no ha repercutido en las
garantíasprocesales el alegado y pretendido error de la Sentencia in l'oce
del Juzgado de Distrito~ . . . . .
. A continuación el Ministerio Fiscal alega la concurrencia de la causa

de inadmisiQn del art. 44.1 c) de la LOTC, que en este. momento
procesal constituye ca'Us¡f de desestimación de la demanda de amparo.
La violación constitucional, según la aetora, se cometió por la Sentencia
del Juzgado de Distrito, cuya nulidad se solicita en el suplico de la
demanda de amparo, al diferir la Sentencia y su transcripción. La actora
conoce esta presunta vulneración constitucional en el momento de la
notificación de la Sentencia y por ello antes de la celebración de la vista
del recurso de apelación y, siQ embargo, no invoca en ese momento
procesal, que era el adecuado, el derecho fundamental presuntamente
vulncradopara que el Juez de apelación pueda restaurarlo.

Concluye con (jos afirmaciones que se desprenden de las actuaciones
judiciales. La primera la falta de justificación y prueba de la discordan­
cia entre la Sentencia i/l\'oce y su transcripción y la segunda que aunque
la actora no haya apelado directamente la Sentencia, esta falta no ha
impedido que haya impugnado ante. el Tribunal de apelación la
determinación de los días dé duración de la lesión tealizada por la
Sentencia de instancia y haya hecho las alegaciones periinentes y
recibido del órgano judicial que conoció del recurso la correspondiente
respuesta a ese extremo razonada y motivada y no arbitraria por lo que
no se ha producido limitación alguna de las garantías procesales y, en
consecuencia, la indefensión.

8. Por providencia de 18 de julio de 1991 se señaló para delibera­
ción y votación el día 14 de octubre siguiente .

n. Fundamentos jurídicos

l. Para delimitar y resolver con la debida preClSlOn el debate
procesal planteado en este recurso de amparo es conveniente partir de
los siguientes hechos, tal y como resultan de las actuaciones:

a) En juicio de faltas sobre lesiones producidas en accidente de'
tráfico, celebrado el 6 de julio de 1988 ante el Juzgado de Distrito núm.
30 de Madrid, la víctima del mismo, ahora demandante de amparo,
reclamó 5.000 pesetas por día de lesión y 300.000 pesetas por secuelas
y el Ministerio Fiscal solicitó la condena de don Rufino Segura,
conductor del vehículo causante del atropello, como autor de una falta
del art. 586.3.° del Código Penal a la pena de 3.000 pesetas, retirada del
permiso de conducir por un mes, pago de costas e indemnización a la
lesionada en la cantidad de 5.000 pesetas por día de impedimento y
100.000 pesetas por la secuela.

b) En el mismo acto del juicio, el Juez dictó Sentencia in \'oce por
la cual se condenó a don Rufino Segura «conforme a la calificación
Fiscal, y con indemnización a fávor de la lesionada a razón de 5.000
pesctas por día de lesióñ y 300.000 pesetas por secuela».

c) En la misma fecha se redacta por escrito la Sentencia in l'oce,
declarándose hecho probado la producción a la víctima del accidente de
«lesiones de las que tardó en curar setenta y ocho días, durante los cuales
precisó asistencia y estuvo impedida para sus ocupaciones, quedándole
unas ligeras molestias en la zona lesionada que irán remitiendo
paulatinamente», 'dictándose faBo en el que se condena a don Rufino
Segura Rodríguez, como autor responsable de una falta de imprudencia
simple con resultado de lesiones, prevista y penada en el núm. 3 del arto
586 del Código Penal, a la pena de 3.000 pesetas de multa, con arresto
sustitutorio de tres días en caso de impago, represión privada, retirada
del permiso de conducir por un mes y al pago de las costas del·
procedimiento «y a que indemnice a doña Consuelo Granado Serradilla
en la cantidad de 390,000 pesetas por los días de lesiones, más la de
300.000 pesetas por la secuela que padece», cantidad de la que deberá
responder, en primer lugar y hasta el límite del seguro obligatorio, la
Compañía Aseguradora del vehículo causante de las mismas.

d) En las diligencias anteriores a la celebración del juicio verbal
consta un informe del Médico Forense de 21 dejulio de 1987, en el que
se hace constar quv la lesionada se encuentra completamente curada.
habiendo invertido en la curación setenta y ocho días, durante los cuales
precisó asistencia facultativa y estuvo impedida para dedicarse a sus
ocupaciones habituales, quedando unas ligeras molestias en la zona
lesionada que irán remitiendo paulatinamente. Ante petición de la
lesionada dirigida a que el Forense rectificase la alta médica este Perito
emitió nuevo informe el 26 de enero de 1988, en el que ~~ñala como
duración de las lesiones doscientos ochenta días,

e) Contra la Sentencia se interpuso apelación por el condenado,
compareciendo la lesionada en concepto de parte apelada, alegando en
el acto de la vista haberse cometido error en el número de días al que
se aplica la indemnización de 5.000 pesetas diarias. La Sentencia de
segunda ínstancia confirma la Sentencia, desestimando el recurso de
apelación y rechazando la denuncia de error formulada por la parte
apelada con fundamento en que el informe del Médico Forense no es
vinculante y por elló. puede ser libremente valorado y que, por otra

parte, la interesada pudo pedir reciirso de aclaración, si es que en la
Sentencia apreció algún error en la indemnización por las lesiones.

2. La demandante de a~paro denuncia habérsele producido inde­
fcnsión a causa del error cometido en la versión escrita en la Sentencia
in 1'0ce consistente, a su juicio, en aplicarse la indemnización a un
menor número de días de aquél·porel.qué se condenó en la Sentencia
oral; alega que no tuvo conocimiento de la Sentencia escrita hast.a el
momento. inmediatamente anterior a la celebración de la vista de
apelación irllerpuestapor el condenado, lo cual le impidió hacer uso del
correspondiente recurso de 'llpclación, colocándola· en situación de
indefensión a pesar de la denuncia del error que hizo en la vista, pues
el Juez de segunda instancia le rechazó en aplicación del principio
prohibitivo de la. reforma peyorativa, en atención a su condición de
apelada, sin tener en ctienta que· su petición iba dirigida tan sólo a la
corrección de un error mecánico.y no a que se modificase la Sentencia
en perjuicio del apelante.. .

Frente al recurso de .amparo se oponen las causas de inadmisión
previstas en el· art. 50.1 a), en relación con el art. 44.2, de la LOTC
-extemporaneidad-, con el art. 44.1 a) ·-falta de agotamiento de la :vía
judicial- y con el art. 44.lc) -no haber invocado, en su momento, .el
derecho c.ónstitucional presuntamente vulnerado-, ~Iegándose también
inexistencia de precepto constitucional infringido.

3. Según se deja· dicho, la petición de extemporaneidad, que se
formula ad Cal/le/am, se fundamenta en que resulta artificioso computar
el plazo de interposición del recurso de amparo desde la fecha de
nombramiento de Abogado y Procurador de oficio al recurrente, puesto,
que, aun aceptando, por razones de equidad, que el trámite para el
nombramiento de oficio de dichos profesionales suspenda dicho plazo,
se advierte que el plazo pudo haberse devengado y vencido desde la
fecha de notificación de la resolución recurrida y la de la presentación
de la demanda. .

Dicha petición no es aceptable, ya que las razones que la fundamen"
tan' carecen de fuerza suficiente para justificar que este Tribunal .~

modifique el criterio que viene aplicando en relación con recursos de
amparo intcrpuestos por personas que solicitane1 nombramiento de
Abogado y Procurador de oficio, en cuyo caso, una vez realizado dichó
nombramiento, se concede a éstos el plazo íntegro de veinte días al
objcto de que formalicen la demanda con arreglo a Derecho, pues así lo
exige el principio de interpretación más favorable al examen de fondo
de la acción de amparo, que es incompatible con el criterio defendido
por el demandado de descontar los días que hayan transcurrido entre la
notificación de la resolución que se recurre y la presentación del escrito
en el que se pide el nombramiento de Abogado y Procurador de oficio,
pues de dio se derivaría, sin justificación adecuada, un trato diferen­
ciado para aquellos que formulen tal solicitud, al reducir a su defensor
y representante procesal el plazo para' formalizar la demanda, lo cual
produciría, cn la mayoría de los supuestos, un resultado de indefensión,
que debe, en todo momento, evitarse en cumplimiento de la obligación
quc este Tribunal tiene de adoptar las previsiones necesarias para
asegurar que la defensa de la parte se realice en condiciones de real
efectividad.

4. Igual desestimación merecen las causas de inadmisión alegadas
con apoyo en los al1s. 50.1 a), en relación con el 44.1 e) así como la que
se fundamenta en inexistencia de precepto constitucional infringido.

La primera porque, con independencia de que la demandante de
amparo hubiese o no agotado la vía judicial previa, el primer momento
en que pudo la recurrente invocar la violación del derecho constitucio­
naltal, y como se desarrolló el proceso con sus distintas fases, fue el acto
de la vista de la apelación, no habiéndose, en su consecuencia, infringido
el art. 44.1 c) y, la segunda, porque en el recurso de amparo se denuncia
vulneración del derecho a la tutela judicial, sin resultado de indefensión,
haciéndose cita concreta del arto 24 de la Constitución. .

5. Solución distinta merece la inadmisión por falta de agotamiento
de la vía judicial previa, ya que la demandante de amparo dejó de
utilizar los recursos adecuados para obtener la corrección de la vulnera-'
ción constitucional que aquí denuncia. A tal efecto, ante la indetermina­
ción en que la Sentencia in voce dejó la duración de las lesiones, no
interpuso el correspondiente recurso de aclaración a fin de que el Juez
de Distrito pudiese proceder a su determinación y tampoco interpuso
apelación contra la Sentencia escrita, ni siquiera intentó la adhesión a
la apelación en el acto de la vista para combatir el error que consideraba
haberse cometido.

En contra de ello, no es aceptable la alegación de que, por el
momento en que se notificó la Sentencia escrita, no tuvo tiempo para
formalizar la apelación, puesto que, aparte del remedio de la adhesión,
la inexactitud de' tal afirmación viene claramente acreditada en las
actuaciones judiciales, según las cuales la Sentencia fue notificada a la
demandante de amparo el 6 de julio de 1988, con indicación de .Ia
procedencia del recurso de apelación, y la vista de apelación fue
celebrada el 2 de diciembre del mismo año, no estando, por lo tanto,
acreditado que la Sentencia fuese notificada minutos antes de celebrarse
la vista.

En consecuencia, la demandante mantuvo tina completa pasividad
procesal al abstenerse voluntariamente de interponer los recursos
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procedentes, incurriendo, porelló, en [a referida ~aus!i de inadmisibili­
dad, que en esta fase· del proceso conduce Inevltab[emente a [a
denegación del amparo, sin necesidad de otra argumentación.

, 6. A pesar de ello, resulta conveniente destacar. que,. no sólo el
recurso de ámparoviene apoyado en una' relación fácuca procesal
inexacta, sino que también [a denuncia de error judicial en que se al?oya
.Ia petición de amparo es totalmente gratuita y carente de reahdad
alguna. '.' '.' '.

La propia demandante reconoce que en [a Sentencl!i In voce !lo se
especificó [a duración de [as lesiones, [a cual fueestab[eclda por pn!J1era
vez en [a Sentencia.escrita, en [a que se declara probado que [as [eslOnes
duraron setenta y ocho días; no existe, por lo tanto', en este extremo,
discordancia de ningún género entre [a Senten~ia oral y. su versión
escrita, cualquiera que sea la valoración probatona ~ue [a ac::ma~~ante

considere que debió ser realizada por e[ Juez, pues este, en eJerCICIO de
la facultad de libre apreciación que le confiere' el art. 741 de la Ley de
Enjuiciamiento Cri.mina[, resolvió la.d\scordancia qu~ ~e produjo ~n [os
dos informes, no vlncu[antes, del MediCO Forense, ehglendo e[ pnmero
de ellos.

La inexistencia de error judicial denunciado por la demandante deja
totalmente desprovista- de fundamentación alguna su pretensión de
amparo, que queda así convertida en una simple. apreciación subjetiva
dirigida a que se modifique, de 1~1anera extemporaneé!- y a espa[da~ de [a
realidad de [os hechos, [os térmmos de una 'Sentenela en el sentido de
ampliar su pronunciamiento condenatorio más allá de [o decidido en la
misma, debiendo a todo ello añadirse que tampoco es exacto que e[ Juez
Q.e apelación haya denegado la petición de I¡¡ demandante con base en

la: prohibición de la reforma peyorativa, lo cual podóa: suponer un
reconocimiento implícito de que se había cometido el error, pero que
éste no podría ser corregido por la condición de apelada de la
demandante, sino que dicho órgano judicial, de manera bien clara y
explícita, hace constar que «no ha habido ninguna infracción de orden
penal o procesa!» y que su petición se rechaza por haber el Juez de
Primera Instanéia valorado la prueba en ejercicio legítimo de'la facultad
de libre apreciación que le confier~ la Ley... .

De lodo lo que antecede se deriva de un lado, la procedenCia de
denegar el amparo, tanto por razones f?rmales como materiales.

FALLO

Én atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA, .

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por doña Consuelo Granado Serradilla.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a catorce de-oetubre de mil novecientos noventa~y
uno.-Francisco Rubio L1orente.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodrí­
guez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez' Bereijo.-José Gabaldón López.-Firmados y
rubricados. .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio L1orente, Presidentc; don Eugenio Díaz Eimil, don

. l'vfiguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón
Lópcz, Magistrados, ha pronunciado

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 545/1989, promovido por el Procura­
dor de los Tribunales. don Ramiro Reynolds de Miguel. en nombre y
repr~sentación de doña Catalina Diana Gonz~lez. asistida del Letrado
don Rafael Gil Nieto, contra la SentencIa numo 64, de 24 de febrero
de 1989. de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Territorial de Cáceres, por infracción del arto .14 de I~ CE Ha
comparecido el Procurador de los del turnO .~e oficIO d~)I1 Ct;sar Mateo
Sagasta L1opis. en nombre y representaclOn de dona. Rita Torres
Tristancho, asistida por el Letrado de los del turn<? de ofic~o don Arturo
Castillo y López, el Abogado del Estado y el Mll1ls~eno Fiscal. Ha Sido
Ponente el lVlagistrado don Alvaro Rodríguez BerelJo, qUien expresa el
parecer de la Sala.

b) Impugnada la adjudicación por considerar inaplicable al caso
una norma que conculca otras de superior jerarquía y la propia
Constitución, por Resolución de la Comisión Central de Reclamaciones
del Personal Sanitario de la Seguridad Social, de 17 de julio de 1987, se
desestimó la impugnación. dado el estado civil soltera. de la recurrente.

c) Interpuesto recurso contencioso-administrativo, por Sentencia
de la Sala de lo Contencioso-Adminístrativodela Audiencia Territorial
de Cáceres, de 24 de febrero de 1989, se desestImó.

3. Por toda fundamentación jurídica de la demanda se alega que ha
sido infringido el art. 14 C.E., suplicando seguidamente de este Tribunal
Constitucional sea dictada Sentencia· otorgando el amparo a fin de
restablecer el derecho que el citado precepto <;onstitucional reconoce a
todas las personas, con todos los pronunciamientos inherentes a ello.

4. Tras la apertura del trámite de admisión, por providencia de 17
de julio de 1989 la Sección acordó admitir 'a trámite la demanda y
solicitar a la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Territorial de Cáceres la remisión de certificación o copia adverada de
las actuaciones, así como que se practicasen los emplazamientos que
fueran procedentes.

Por providencia de 2 de octubre de 1989, la Sección acordó acusar
recibo de las actuaciones remitidas por la Audiencia Territorial de.
Cáceres e incorporar el escrito presentado por doña Rita Torres
Tristancho, adoptando las medida precisas para la designación de
colegiados del turno de oficio para 'su representación y defensa. _

Por providencia de 5 de febrero de 1990, la Sección acordó tener por
designados del turno de oficio para la representación y defensa de doña
Rita Torres Tristancho al Procurador don César Mateo Sagasta L10pis
y al Abogado don Arturo Castillo y López, y, asimismo, dar vista de las
actuaciones a las partes personadas y al Ministerio Fiscal para la
formulación de alegaciones.

Por providencia de 12 de marzo de 1990, la Sección acordó se diese
traslado de las actuaciones al Abogado del Estado personado en el
procedimiento.

5. La representación actora formula escrito de alegaciones en los
siguientes términos, sintéticamente expuestos:

a) La Resolución de la Comisión Central de Reclamaciones del
Personal Sanitario de la Seguridad Social. de 17 de julio de 1987, que
desestimó la impugnación de la recurrente en atención a la circunstancia
de ser soltera, es la que ha dado origen remoto a las presentes
actuaciones. pues como causa justificativa de la desestimación de acceso
a un puesto de trabajo dentro de la función pública, resulta de difícil
aceptación pacífica. ."

La desestimación se ha apoyado en la aplicación de .Ia Orden
ministerial de 5 de abril de 1986, que establece el denominado «derecho
de consorte·), convirtiéndose éste, casi con exclusividad, en la única
posibilidad de conseguir el cambio de puesto de trabajo con ocasión de
vacantes. lo que plantea la necesidad de que el Tribunal Constitucional
deelare la conformidad o disconformidad de dicha Orden ministerial
respecto de la norma constitucional, pues dev'iene en una desproporción
absoluta al primar la familia conyugal, obviando otras circunstancias
familiares: y todo ello con independencia de la evidencia o no -dado que
no consta fehaciente'mente- de la mayor antigüedad de la adjudicataria

Sala Segunda. Sentencia 192/1991, de 14 de octubre.
Recurso de amparo 545/1989. Contra Sentencia de la
Audiencia Territorial de Cáceres desestimatoria de recurso
cOllfencioso-administrativo. Supuesta vulncración del prin­
cipio de igualdad: aplicación del derecho de consorte como
criterio para la provisión de vacantes por el Estatuto de
Personal Sanitario.

27584

1. Antecedentes

1.. Mediante escrito que tuvo entrada en este Tribunal el día 22 de
marzo de 1989, don Ramiro Reynolds de Miguel, Procurador de los
Tribunales y de dOl1a Catalina Diana Gonzálcz, interpuso recurso de
amparo por vulneración del principio de igualdad (art. 14 C.E.) contra
la Sentencia núm. 64 de 24 de febrero de 1989, de la Sala de lo
Contcncioso-Administ;ativo de la Audiencia Territorial de Cáceres, que
desestimó el recurso contencioso-administrativo núm. 126/1988.

. 2. Los hechos que se relatan en la demanda y que dan origen al
recurso, pueden resumirse en los términos siguientes:

a) La Comisión de Personal de la Dirección Provincial del Instituto
Nacional de la Salud de Badajoz, en sesión celebrada el 21 de enero
de 1987, adjudicó una plaza de Auxiliar de Enfermería en Institución
cerrada de Badajoz y correspondiente al concurso A. y P. 11/1986, a
doña Rita Torres Tristancho por el denominado «turno de traslado por
consorte», aplicando para ello el art. !14.3 del.Estatuto del Pers~nal
Sanitario no Facultativo de las Instituciones Samtanas de la Segundad
Social en su modificación introducida por la Orden ministerial de 5 de
abril de 1986. .


